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En este tomo son analizadas las particularidades que asumió el mundo del trabajo en la Argentina de los 

siglos XX y XXI, focalizando la mirada en el proceso de construcción y consolidación del modelo de integración 

social vinculado al empleo asalariado, y de su crisis y contramarchas ante el avance de la ofensiva neoliberal. 

El abordaje se lleva a cabo a partir de la caracterización general de cada una de las etapas que atravesó el 

mundo del trabajo y del análisis de hitos históricos de cada una de ellas, realizado mediante estudios de caso 

que representan sectores productivos característicos de diferentes regiones del país −metalúrgico, azucarero, 

pesquero, ferroviario, petroquímico, servicios de salud, servicio doméstico y empleo público−. 

Una diversidad de fuentes −que ponen en diálogo la voz de los y las trabajadores y sus prácticas− reunida 

por medio de entrevistas, historias de vida, documentos y datos estadísticos nos permiten observar 

diacrónicamente las formas que asumió el mundo laboral en diferentes tiempos del siglo XX y el siglo XXI. 

Esta reconstrucción se alcanza desde una mirada interdisciplinar conformada por la historia, la sociología, 

la antropología y la economía. Así, el mundo del trabajo nacional es abordado en sus múltiples matrices 

vinculadas a las formas productivas, culturales, jurídicas, políticas y sindicales, analizando sentidos y prácticas 

de las y los trabajadores como actores sociales centrales de nuestra historia.
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SINDICATOS Y POLÍTICA EN EL SECTOR PÚBLICO 

NACIONAL DESDE LA DÉCADA DE 1940

Introducción

En este capítulo, nos enfocamos en el sindicalismo 
del sector público y su relación con la política desde 
los años 1940. El vínculo de sus organizaciones gre-
miales con la política ha sido de un tipo singular a lo 
largo de décadas y esto se relaciona, principalmente, 
con la cercanía al poder. El doble carácter del Estado, 
en tanto empleador y poder público, habilitó al sindi-
calismo del sector a posicionarse como un actor más 
dentro de la política estatal.

No obstante, cuando hablamos de sindicalismo en 
el sector público debemos tomar conciencia de la 
gran cantidad de organizaciones gremiales existen-
tes en este ámbito en Argentina. Entidades sindica-
les que nuclean al gremio de la salud, de la educación, 
de empresas públicas, de la administración pública, 
del personal civil de las fuerzas armadas, etc. A su 
vez, debemos considerar cómo esta diversidad puede 
verse reflejada en cada uno de los niveles administra-
tivos del Estado (nacional, provincial y municipal). 
También existen sindicatos por repartición estatal 
(ministerial, por ejemplo) o por empresa pública.

Así, hablar de sindicalismo en el sector público re-
sulta demasiado pretencioso. Por ello, en este ca-

pítulo nos centramos, especialmente, en el ámbito 
nacional y, particularmente, en las vinculaciones 
históricas de los dos principales sindicatos de la ad-
ministración pública nacional (APN) con la política 
y los sucesivos gobiernos de turno: nos referimos a 
la Asociación Trabajadores del Estado (ATE) y a la 
Unión Personal Civil de la Nación (UPCN). De este 
modo, intentamos estudiar la trayectoria de estas 
entidades sindicales en el contexto de los principales 
acontecimientos políticos que la Argentina atravesó 
desde la década de 1940.

En primer lugar, abordamos el nacimiento de es-
tas organizaciones y sus principales características. 
Luego, nos enfocamos en el análisis de su lugar du-
rante el primer peronismo. También examinamos el 
rol de estos sindicatos desde el golpe de Estado, de 
1955, hasta la primera mitad de la década de 1970. 
El período de la última dictadura es objeto de parti-
cular atención, que da lugar a un análisis de la cons-
trucción del mapa sindical de la APN a partir de los 
años 1980 y su consolidación en la década siguiente. 
Por último, indagamos la relación de ATE y de UPCN 
con el kirchnerismo.

Los orígenes del sindicalismo estatal a nivel nacional

Los obreros y empleados estatales nacionales co-
menzaron a organizarse a comienzos del siglo XX. 
Ya en 1918, el sector específico de los empleados de 
la administración (de cuello blanco) fundó la deno-
minada Liga de Empleados Públicos Nacionales (Ar-
melino, 2015a). Según Contreras (2010), esta liga se 

posicionaba ideológicamente como una institución 
de asistencia mutua, constituida por los trabajadores 
jerárquicos del Estado y también por funcionarios po-
líticos. En este sentido, se presentaba como una orga-
nización de apoyo al Estado y, así, la colaboración con 
los gobiernos era clave en su desenvolvimiento. En 
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ese entonces, no era rara la existencia de sindicatos u 
organizaciones de empleados creadas o fomentadas 
fuertemente por los gobiernos para un mejor control 
y disposición de los trabajadores del sector.

En la década siguiente, en 1925, se creó la Asociación 
Trabajadores del Estado (ATE), que en ese entonces 
agrupaba principalmente al personal obrero del Estado 
nacional. Se trataba en su mayoría de trabajadores por-
tuarios del litoral, particularmente, de los talleres de 
la Dirección de Navegación y Puertos. Este sindicato, 
a diferencia de la Liga, sostenía por entonces una ideo-
logía socialista y sindicalista (Calello y Parcero, 2008). 
Los distintos tipos de tareas realizadas por sus afilia-
dos diferenciaban claramente a ambas organizaciones, 
más allá de su común empleador. Sin embargo, esto 
no impidió, en la década de 1930, el desarrollo de una 
buena relación entre ambas entidades: la reclamación 
conjunta a través de petitorios y la participación de re-
presentantes de un sindicato en los mítines y reunio-
nes de la otra organización (Diana Menéndez, 2007; 
Contreras 2010).

En esos años, las normas y las costumbres no ha-
bilitaban la realización de acciones directas (huel-
gas, paros). En ese contexto, el personal de este 
sector era considerado como servidor público su-
jeto a la iniciativa de los gobiernos de turno, que 
debía ser fiel a sus dictados en el marco de una rela-
ción tutelar. Las acciones directas eran calificadas 
como un intento de insubordinación, ya que, en los 
hechos, no se reconocía una relación estrictamente 
laboral, sino una relación de servicio al Estado. Y, 
por lo tanto, las prerrogativas que de a poco iba ob-
teniendo el conjunto del movimiento obrero que-
daban limitadas al ámbito privado (Calello y Parce-
ro, 2008; Contreras, 2011). 

Esta situación comenzó a cambiar a partir de me-
diados de los años 1940 con la presencia de Perón 
en la Secretaría de Trabajo y Previsión. Las polí-
ticas que otorgaron derechos a los trabajadores 
y permitieron consolidar los sindicatos también 
afectaron a las organizaciones gremiales del sector 
público.

Vicisitudes durante el primer peronismo

Ya en 1931, ATE había ingresado en la reciente-
mente creada Confederación General del Trabajo de 
la República Argentina (CGT), en ese entonces, de 
tendencia predominantemente socialista. La Liga 
continuaba con un perfil corporativista, por fuera de 
cualquier organización más amplia.

Al asumir el nuevo gobierno salido del golpe de 
Estado de 1943, éste decidió privilegiar la relación 
con las organizaciones gremiales del sector público, 
acorde a su proyecto de un Estado más presente en 
diversos ámbitos de la sociedad. En 1944, sancionó 
el Estatuto del Servicio Civil para la Administración 
Nacional, otorgando, por un lado, una serie de bene-
ficios a estos trabajadores (aumentos salariales, bo-
nificaciones, viáticos, estabilidad, jubilaciones, licen-
cias, vacaciones, etc.), pero también, por otro lado, 
intentando un control férreo del personal y de sus 
organizaciones. De este modo, prohibió a los agen-
tes “intervenir en actividades de partidos políticos” 
(artículo 29) y, particularmente, apuntó a inmis-
cuirse en la ahora redenominada Liga Argentina de 
Empleados Públicos. Así, logró controlar los servi-
cios sociales brindados por la Liga a sus adherentes a 
cambio de una cuota compulsiva de todo el personal 
estatal a favor únicamente de esta organización mu-
tual (Contreras, 2011; Armelino, 2014).

La asunción de Perón como Presidente de la na-
ción, en 1946, supuso un cierto relajamiento de es-
tas prácticas visibles de control sindical. Tanto la 
Liga como ATE apoyaron a Perón desde 1944, con 
el comienzo de su despegue dentro del gobierno mi-

litar. Las nuevas políticas implementadas desde la 
Secretaría de Trabajo generaron un apoyo incondi-
cional a su figura, incluso por parte del entonces se-
cretario general de ATE, que había sido encarcelado 
poco después del golpe de junio de 1943 por su per-
tenencia socialista (Contreras, 2011).

Como señala Conteras (2011), desde ese momen-
to ambas organizaciones –las principales del sector 
público nacional– empezaron a competir fuerte-
mente entre ellas, con el objetivo concreto de obte-
ner el visto bueno de Perón y convertirse en la única 
representante de los trabajadores públicos frente al 
Estado empleador. 

Esta rivalidad y la pretensión de ser la única en-
tidad gremial habilitada del sector se vincularon 
con el impulso que, desde la década de 1930, la CGT 
había impulsado: la idea de un único sindicato por 
rama de actividad. De hecho, a través de su minis-
tro de Transporte –y a su vez presidente de la Liga, 
Juan F. Castro– el gobierno peronista intentó po-
sicionar a esta última organización como la única 
entidad del sector público, a partir de la incorpora-
ción en su seno de todas las actividades desarrolla-
das entonces por el Estado, no únicamente las refe-
ridas a la administración (por ejemplo, transporte 
ferroviario y marítimo, actividad docente, bancaria 
y de sanidad, entre otras).

Este intento político por controlar de manera direc-
ta al conjunto de los trabajadores estatales también 
tuvo el propósito de controlar indirectamente a la 
CGT. La virtual ampliación de la Liga que, en 1948, 
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pasó a constituirse en sindicato bajo el sugestivo 
nombre de Confederación del Personal Civil de la Na-
ción (CPCN) supuso la posibilidad efectiva –al esta-
blecerse como el sindicato más grande– de obtener 
una amplia mayoría de delegados en el comité central 
confederal de la CGT, máximo órgano de decisión de 
la central. También existió la posibilidad de que tome 
la forma de una organización paralela de tercer grado, 
ya que para entonces la CPCN continuaba sin estar 
afiliada a la CGT. Tal es así que, frente a esta inten-
tona, ATE no fue el único sindicato que se opuso fé-
rreamente; también la Unión Ferroviaria (UF) –por 
entonces, la organización gremial con mayor número 
de afiliados y que imponía esa mayoría en la central 
obrera– atacó esa decisión (Contreras, 2011).

Finalmente, la UF y ATE lograron imponer sus in-
tereses. La huelga ferroviaria de 1950 y 1951 permi-
tió a estos sindicatos, y particularmente al primero, 
presionar por la salida del ministro Castro de la car-
tera de Transporte. Esto lo debilitó al interior de la 
CPCN y permitió que un sector de empleados no je-
rárquicos, con el apoyo de la central obrera, tomase 
el mando del sindicato. Ese mismo año, la CGT afilió 
a la CPCN para intervenirla unos meses después y 
renombrarla, en 1951, como Unión del Personal Ci-
vil de la Nación (UPCN). Este intento de control del 
movimiento obrero quedó desactivado y ATE tam-
bién se posicionó como uno de los principales sin-
dicatos de la CGT con influencia en el gobierno pe-

ronista (Contreras, 2011). La coexistencia de estas 
dos organizaciones, y su rivalidad, pasó a ser, desde 
entonces, algo habitual dentro del panorama sindi-
cal argentino.

La situación en torno a los sindicatos del sector pú-
blico nacional nos habla, entre otras cosas, del poder 
que a partir de los años 1940 comenzaron a tener el 
sector y sus organizaciones. La ampliación del perso-
nal estatal, debido principalmente a la intervención 
del Estado en esferas otrora reservadas a la iniciativa 
privada, generó un conjunto significativo de trabaja-
dores que se incorporaron en masa a los sindicatos 
estatales. Esto condujo a que, en aquellos años, tanto 
ATE como UPCN fueran de los sindicatos con mayor 
número de afiliados del país, ambos con una posición 
privilegiada dentro de la CGT (aunque con diferen-
cias) y, por tanto, con un peso político importante. 

Según Contreras (2011), la división histórica al in-
terior de este gremio y la rivalidad intersindical, que 
ya es característica del ámbito público, se vincula 
no solamente con los contrastes iniciales entre or-
ganizaciones que nuclean personal con característi-
cas diferentes (empleados administrativos y obreros 
manuales), sino también con decisiones tomadas 
oportunamente por la CGT y los principales sindi-
catos nacionales del sector privado que, advertidos 
del virtual poder de un único sindicato estatal, se es-
forzaron desde entonces por evitar una unificación 
futura del gremio. 

Entre la resistencia y la integración

A partir de fines de los años 1940, ATE y lo que 
pronto fue UPCN tomaron la forma de sindicatos con 
estructuras centralizadas y acentuadamente vertica-
les, con liderazgos fuertes y de larga permanencia y 
con una intensa relación política con el peronismo: 
todas características salientes de la mayoría del sin-
dicalismo de la época. A su vez, y en el caso estricto 
del sector público, sus sindicatos continuaron en el 
marco de los límites que determinó la actividad en el 
seno del Estado. Nos referimos a la colaboración con 
los gobiernos y la cuasi ausencia de huelgas y paros 
(Diana Menéndez, 2007).

Cuando Perón fue derrocado por la autodenomina-
da Revolución Libertadora, en 1955, la CGT era lide-
rada por el secretario adjunto de ATE, Hugo Di Pie-
tro. Después de un primer llamamiento a defender el 
gobierno peronista con las armas, el dirigente sindi-
cal decidió aplacar los ánimos de los militantes y los 
trabajadores e iniciar un diálogo con las autoridades 
militares en el poder (James, 2006). Las interpreta-
ciones al respecto varían: hay quienes afirman que la 
decisión tomada por la CGT era una orden de Perón 
para evitar enfrentamientos y hay otros que ven en 

esta acción una traición al pueblo por parte de la di-
rección cegetista.

Al poco tiempo del golpe, Di Pietro renunció y asu-
mió la central obrera un triunvirato conformado por 
Andrés Framini, Luis Natalini y Dante Viel. Este úl-
timo era un dirigente de UPCN. Esto nos habla de la 
importancia de este otro sindicato estatal en el con-
junto del movimiento obrero argentino, que enton-
ces contaba incluso con más afiliados que ATE. Sin 
embargo, la presencia de este dirigente en la cúspide 
de la central obrera fue efímera. El régimen militar 
se opuso a que la CGT sea dirigida por un emplea-
do estatal debido a la concepción, entonces reinante, 
de la sumisión del personal civil a las disposiciones 
de los gobiernos. Esto obligó a Viel a renunciar a los 
pocos días. Hacia fines de ese año (1955), la CGT fue 
definitivamente intervenida por el gobierno de facto 
(Godio, 2000).

No obstante, las acciones de ambos sindicatos con-
tinuaron a nivel de las bases durante años y, prin-
cipalmente, en seccionales del interior del país. Son 
muy escasos y fragmentados los estudios al respecto 
–sobre todo para el caso de UPCN–. Sin embargo, po-
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demos afirmar que durante la denominada “resisten-
cia peronista” los militantes de ATE llevaron a cabo 
acciones tendientes a defender su salario y en contra 
del recorte presupuestario y de los intentos de priva-
tización, participando en paros, trabajos a reglamen-
to y quites de colaboración. Se trató sobre todo de 
trabajadores de empresas públicas y, especialmente, 
de la actividad portuaria y de algunos docentes (Sch-
neider, 2005). Aparentemente, la mayor reacción de 
militantes de ATE ocurrió en Rosario y en la ciudad 
de Córdoba (James, 2006).

A nivel cupular, ATE fue intervenida después del 
golpe de Estado de 1955 y, dos años después, volvió 
a la normalidad en el marco de elecciones internas. 
Si seguimos a Torre (2004), el núcleo dirigencial que 
tomó el poder de este sindicato en las elecciones de 
1957 es el que continuó al mando de la asociación 
hasta 1984. Podemos hacernos una idea del carácter 
mayormente conservador de ese grupo dirigente si 
tenemos en cuenta que atravesó otros dos golpes de 
Estado –el de 1966 y el de 1976– sin ser intervenido 
y si consideramos que, por entonces, continuaba en-
tendiendo que un sindicato del sector público debía 
ser principalmente negociador y de gestión en rela-
ción al Estado empleador (Diana Menéndez, 2007).

Sin embargo, esta dirigencia de ATE no era homo-
génea. Ya en el transcurso de la autodenominada 
Revolución Argentina, comenzaron a notarse dife-
rencias internas en relación con qué hacer frente al 
gobierno de Onganía. La posición negociadora la en-
carnaba quien era, desde 1967, el secretario general 
del sindicato, Juan Horvath. La posición combativa, 
que planteaba hacer frente al nuevo gobierno mili-
tar, la encabezaba, entre otros, Héctor Quagliaro, de 
la seccional Rosario (Mondonio, 2016).

Si bien la máxima conducción de ATE se nucleó en 
la CGT de los Argentinos luego del congreso norma-
lizador de la central, de marzo de 1968, su partici-

pación allí fue corta y se limitó a la presencia de un 
vocal en el consejo directivo. Lo que parece haber lle-
vado a este sindicato, como también a UPCN, a elegir 
la CGTA fue la presión generalizada de las bases y de 
algunos dirigentes del interior frente a la baja del sa-
lario real de los estatales y el recorte presupuestario 
como consecuencia del plan económico restrictivo de 
Krieger Vasena. Sin embargo, luego del Cordobazo de 
mayo de 1969, la cúpula de ATE, aun estando dentro 
de la CGTA, comenzó a participar de las 62 Organi-
zaciones liderada por el vandorismo, que seguía las 
directivas de Perón de reunificar la CGT. Posterior-
mente, hacia fines de ese año, y a pesar del intento 
de Quagliaro y otros dirigentes de continuar en la lí-
nea combativa, ATE dejó la CGT liderada por Ongaro 
en el contexto de una estrategia de negociación para 
la salida de los militares del gobierno (Dawyd, 2014; 
Mondonio, 2016).

Por otro lado, y como mencionamos, UPCN tam-
bién formó parte de la experiencia de la CGTA e in-
cluso con un perfil más alto: contaba con el cargo de 
secretario adjunto (Dawyd, 2014). En este caso, la 
salida de UPCN de la central combativa fue más trau-
mática. Su líder, Saturnino Soto, deseaba continuar 
dentro de la CGTA luego del Cordobazo, en alianza 
con Raimundo Ongaro, con el objetivo de conformar 
un polo de oposición al gobierno militar. Esta deci-
sión no cayó nada bien a las autoridades castrenses 
quienes, en diciembre de 1969, decidieron intervenir 
el sindicato bajo el pretexto de que dos años antes 
habían existido irregularidades en las elecciones in-
ternas. La idea del gobierno militar era reemplazar 
al dirigente díscolo. Efectivamente, en abril de 1970, 
cuando la intervención llamó a nuevas elecciones, la 
lista opositora a Soto –liderada llamativamente por 
un dirigente de los trabajadores del turf– ganó las 
elecciones (Torre, 2004). El gobierno de facto logró 
así controlar UPCN.

Estrategias frente a la dictadura de 1976

Si bien la situación del personal del sector público, y 
de los trabajadores en general, era crítica después de 
la gran devaluación del peso durante el tercer gobier-
no peronista (el denominado Rodrigazo), la realidad 
de los estatales comenzaba a ser aún más grave luego 
del golpe de Estado perpetrado en 1976.

 Al delicado escenario económico general le siguió, 
además del congelamiento salarial decretado por el 
nuevo gobierno militar, una serie de políticas ten-
dientes a la reducción del déficit fiscal propuestas 
por el ministro Martínez de Hoz. Por ejemplo, la re-
ducción del personal estatal llevada a cabo. Al respec-
to, y según el ministro, durante su mandato se pro-
dujo una reducción del 25 % del personal del sector 

público nacional (administración central y descen-
tralizada, y empresas), mientras que un informe del 
FMI de 1980 señaló que esa reducción habría sido 
del 10 %. Como comenta Mondonio (2016), sea uno 
u otro el porcentaje correcto, se trata de números 
nada despreciables. 

A su vez, junto a las medidas económicas se imple-
mentaron una serie de prohibiciones y amenazas al 
personal estatal. En los hechos, se impedía la activi-
dad gremial en el sector público, bajo la amenaza de 
la expulsión del personal que perturbara el funcio-
namiento de la administración pública, lo que efec-
tivamente se tradujo en innumerables despidos en 
el marco de las leyes de prescindencia destinadas 
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a dirigentes, delegados y afiliados a ATE y a UPCN 
(Mondonio, 2016). El gobierno militar también 
prohibió a los trabajadores del sector la afiliación a 
partidos políticos y la participación en actividades 
proselitistas o de propaganda (Armelino, 2014).

Por otro lado, algunos incipientes avances llevados 
a cabo unos años antes en materia convencional fue-
ron barridos por la dictadura de 1976. A comienzos 
de los años 1970, habían empezado a establecerse 
lentamente convenios colectivos en algunas reparti-
ciones de la administración pública nacional, lo que 
ponía en entredicho el carácter unilateral de la rela-
ción entre Estado y servidor público. Sin embargo, 
esta posibilidad fue suprimida por ley por conside-
rar que en las funciones estatales estaban compro-
metidos los superiores intereses del Estado que de-
bían ser orientados exclusivamente por el gobierno 
de turno (Armelino, 2014).

Finalmente, los trabajadores fueron el centro de la 
política de represión y desaparición forzada duran-
te aquellos años, siendo también el personal esta-
tal un blanco de este método, con dirigentes y dele-
gados detenidos y desparecidos de ATE y de UPCN 
(Fernández, 1985).

En este contexto de políticas económicas restric-
tivas y acciones represivas, el gobierno de facto in-
tervino la mayoría de los grandes sindicatos. Aun-
que ATE y UPCN eran parte de las organizaciones 
más grandes, sólo esta última fue intervenida. ATE 
contaba, en 1979, con ciento cincuenta mil afilia-
dos y era entonces el octavo sindicato más grande 
del país; por su parte, UPCN tenía ciento ochenta 
mil adherentes y era, ese año, la sexta organiza-
ción gremial en importancia numérica (Fernández, 
1985). 

En 1975, UPCN fue intervenida durante el gobier-
no constitucional de Martínez de Perón, con el ob-
jetivo de mitigar los crecientes conflictos al interior 
de la organización. El gobierno militar continuó esa 
situación y, en 1982, designó una comisión norma-
lizadora. Esta comisión estaba conformada por di-
rigentes que colaboraban con la dictadura y otros 
integrantes jóvenes, dejando de lado a los líderes 
opositores que, por fuera de la organización inter-
venida, habían conformado la Mesa de conducción 
unificada nacional de UPCN, encabezada por Jesús 
González (Armelino, 2015a; Mondonio, 2016). 

La comisión normalizadora reformó el estatuto 
del sindicato en 1983, sin aprobación de ninguna 
otra instancia interna. Impuso un perfil más cen-
tralista y verticalista en UPCN, con el fin de evitar 
las rivalidades internas que caracterizaron a esta 
organización en los años sesenta y setenta. En-
tre otras cosas, esta reforma estableció una nueva 
y preponderante seccional, la de Capital Federal y 
Empleados Públicos Nacionales, que nucleó, des-

de ese momento, a la mayoría de los afiliados. A su 
vez, el texto resaltó un nuevo perfil sindical estric-
tamente gremial, que procuró gestionar beneficios 
y realizar prestaciones de servicios a sus afiliados, 
con un sentido preponderantemente corporativo. 
Esos años de trabajo en la normalización le sirvie-
ron a esta comisión para depurar el sindicato, trans-
formar el estatuto y conformar una lista única para 
los primeros comicios a realizarse con el retorno a 
la democracia (Armelino, 2015a).

Por su parte, ATE logró evitar la intervención, 
pues la mayoría de su dirigencia mostró colabora-
ción con el nuevo gobierno militar. Su secretario 
general, Juan Horvath, cooperó con la dictadura, 
formó parte de las comitivas sindicales a la OIT, 
intervino numerosas seccionales con el objetivo de 
evitar conflictos con el gobierno y desmovilizó al 
personal estatal. Como contrapartida, el gobierno 
militar prorrogó su mandato –que vencía en 1979– 
hasta 1984. En este contexto, las disputas entre los 
dirigentes sindicales de ATE no tardaron en reapa-
recer (Mondonio, 2016).

Frente a la crisis que significó la dictadura para los 
trabajadores y el sindicalismo, dos fueron princi-
palmente las posturas asumidas desde los gremios: 
colaborar con los militares e intentar influir en las 
políticas laborales y económicas que se fueron im-
plementando u oponerse al gobierno para que caiga 
la dictadura. 

Cuando se produce el golpe de Estado, Juan Hor-
vath estaba al frente de ATE y Héctor Quagliaro era 
el secretario gremial. La mayoría del secretariado 
nacional y del consejo directivo central siguieron 
la opción colaboracionista y sólo un grupo reduci-
do de dirigentes eligió la alternativa opositora. Este 
segundo grupo, conducido por Quagliaro, sufrió las 
consecuencias de optar por la confrontación: va-
rios de ellos fueron prescindidos por la dictadura y 
otros, con los años, expulsados de los organismos 
de gobierno del sindicato (Mondonio, 2016).

Este grupo opositor fundó, en 1977, una agrupa-
ción nacional de afiliados (en principio de carácter 
clandestina y por fuera de la estructura sindical) 
denominada Agrupación Nacional Unidad y Solida-
ridad de ATE (ANUSATE), con el fin de recuperar 
el sindicato a manos de Horvath. A su vez, formó 
parte de los nucleamientos más confrontativos de 
cara a la dictadura, como la Comisión de los 25, las 
Agrupaciones Gremiales Peronistas y la CGT Brasil. 
Desde ese lugar, y ganando adeptos año tras año, 
ANUSATE participó en huelgas sectoriales y otras 
acciones generales que tuvieron lugar desde el año 
1977. El sector colaboracionista, en cambio, se abs-
tuvo de llamar a acciones directas hasta mediados 
de 1982, ya con la crisis y declive evidente de la dic-
tadura (Mondonio, 2016).
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Retorno a la democracia y conflictividad

La vuelta a la democracia, a fines de 1983, supu-
so un proceso de normalización sindical, tendiente 
a establecer por vía electoral las autoridades de los 
sindicatos intervenidos o con mandato prorrogado. 
Así, en 1984, UPCN y ATE se aprestaron a elegir sus 
conducciones.

Como ya mencionamos, la comisión normalizado-
ra de UPCN logró conformar una lista de unidad –la 
lista blanca– a partir de aislar a la línea opositora 
al gobierno militar. De este modo, quien había en-
cabezado la comisión, Miguel Candore, fue elegido 
como el nuevo secretario general del consejo direc-
tivo nacional, acompañado por el entonces delegado 
del Ministerio de Trabajo, Andrés Rodríguez, como 
secretario gremial. A su vez, éste último fue elegido 
secretario general de la nueva seccional Capital Fe-
deral y Empleados Públicos Nacionales, la seccional 
con más influencia a partir de la reforma del estatu-
to de 1983, dada la cantidad de reparticiones esta-
tales que nucleaba. Precisamente, este lugar le per-
mitió a Rodríguez, unos años después, dar un salto 
hacia la máxima conducción del sindicato y perma-
necer en ella, sin rivalidad, hasta nuestros días (Ar-
melino, 2015a).

En el caso de ATE, sí hubo competencia electoral. 
Ésta se dio entre la tradicional lista azul y blanca, li-
derada por Horvath, y la nueva lista verde salida de 
ANUSATE, encabezada, para las elecciones de 1984, 
por Víctor De Gennaro (a nivel nacional) y German 
Abdala (en la seccional Buenos Aires. La victoria de 
la lista verde supuso el inicio de un cambio significa-
tivo en el modo de concebir el sindicato. Sin embar-
go, ese año el triunfo fue ajustado y la propuesta de 
un nuevo modelo sindical comenzó a concretarse re-
cién a partir de 1989, con una reforma en el estatuto 
de la asociación (Armelino, 2015a).

En este sentido, frente al carácter corporativo y au-
toritario de la anterior gestión, la nueva dirección, 
influenciada por el proceso de renovación del pero-
nismo, procuró diseñar un sindicato más descen-
tralizado, más democrático, con pluralidad interna 
y un perfil marcadamente político.. Así, la reforma 
del estatuto –aprobado en este caso en congreso de 
delegados– estableció ámbitos colegiados con parti-
cipación de todos los niveles de conducción y la crea-
ción de consejos directivos provinciales con autono-
mía financiera y administrativa. También estableció 
objetivos gremiales de solidaridad con sindicatos na-
cionales y latinoamericanos. Y en el plano político, 
explicitó su defensa de la democracia, los derechos 
humanos y la democratización del Estado, además 
de que se posicionó como un actor para el cambio so-
cial (Duhalde, 2009; Armelino, 2015a).

De este modo se constituyeron, en la década de 
1980, dos concepciones sindicales distintas en los 
dos principales sindicatos del sector público nacio-
nal. Siguiendo a Armelino (2015a), podemos deno-
minar a la concepción que sostuvo UPCN como una 
de tipo profesional-asociativo, de perfil corporativo, 
y aquella de ATE como una concepción de clase, con 
un fuerte contenido político-social. 

No obstante, estas diferencias no bloquearon la 
posibilidad de desarrollar toda una serie de accio-
nes conjuntas de cara al gobierno radical encabezado 
por Alfonsín. Las iniciativas (paros y movilizaciones) 
tendieron, principalmente, a lograr aumentos en los 
ingresos –en el marco de una fuerte crisis fiscal que 
generaba un significativo retraso salarial– y a obsta-
culizar la amenaza de reforma del Estado y las pri-
vatizaciones del activo público. A su vez, estas dos 
entidades gremiales comenzaban a demandar en 
conjunto por la sanción de una Ley de negociaciones 
colectivas del sector, apoyadas en resoluciones al res-
pecto de la OIT, para terminar definitivamente con 
las disposiciones unilaterales del Estado empleador 
(Armelino, 2014 y 2015a).

Este marco de demandas y disputas se expandió a 
todo el sector público del país, lo que generó que, a 
partir de mediados de los ochenta, y por primera vez, 
el número de conflictos del sector público superase al 
del sector privado. Si bien ya a mediados de los años 
setenta el conflicto en el ámbito estatal había sido 
considerable (Armelino, 2014), en la década de 1980 
irrumpió fuertemente y se posicionó como el sector 
con más conflictos. Para 1987, nueve de los diez sin-
dicatos que habían llevado a cabo más huelgas eran 
estatales (Orlansky, 1989).

Esta ofensiva del gremio de trabajadores estatales 
tuvo un logro parcial a fines de 1986. Frente a la de-
manda para habilitar la negociación colectiva en el 
sector, el gobierno creó la Comisión Participativa de 
Política Salarial y otras Condiciones de Empleo para 
el Sector Público, que, para centralizar la negocia-
ción, incluyó en su seno sólo a ATE y a UPCN. Esta 
comisión hacía las veces de una instancia paritaria, 
aunque de carácter consultivo, donde se trataban te-
mas laborales y se discutían los plazos para la san-
ción de una ley de convenciones colectivas para el 
sector (Armelino, 2015a y 2015b).

Sin embargo, también fue un espacio de negocia-
ción de este tipo el que mostró, a las claras, las di-
ferencias de fondo en cuanto a concepción y crite-
rio entre ambos sindicatos. Esta discrepancia saltó, 
por primera vez a la vista de manera rotunda, en el 
contexto del gran conflicto desarrollado en los hos-
pitales nacionales desde mediados de la década del 
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ochenta. ATE y UPCN habían encabezado de manera 
conjunta las demandas salariales del sector, que se 
encontraba en una situación crítica desde 1985. Sin 
embargo, el panorama cambió a partir de diciembre 
de 1987, cuando en una huelga convocada de seten-
ta y dos horas sólo participó ATE. Poco antes, UPCN 
había comenzado conversaciones con el gobierno, 
en el entorno de una mesa de trabajo, para elaborar 

un nuevo escalafón para la actividad proponiendo 
diseños de carrera. Y si bien ATE finalmente fue in-
corporado a la instancia de diálogo, las negociacio-
nes se complicaron y cada sindicato continuó con su 
postura: ATE se separó de la propuesta del gobierno 
mientras que UPCN se sumó a su elaboración. Era el 
comienzo de lo que, a partir de la década de 1990, fue 
una rivalidad acérrima (Armelino, 2015a).

Neoliberalismo y consolidación de dos concepciones
opuestas de sindicalismo

En 1989, antes de realizarse las elecciones presi-
denciales, UPCN había dado su respaldo al candidato 
peronista Carlos Menem y, a su vez, de manera in-
tempestiva, expresaba la importancia de una refor-
ma del Estado. La cúpula de ATE, en cambio, si bien 
también aprobó la candidatura de Menem, lo hizo 
con cautela (Armelino, 2015a).

La asunción de Menem, en julio de 1989, fue el ini-
cio de la consolidación de un modelo neoliberal que, 
entre otros puntos, supuso una refuncionalización y 
un achicamiento del Estado. Si bien durante el go-
bierno anterior hubo intentos de reforma de la ad-
ministración pública, esta política se implementó de 
lleno y tuvo sus consecuencias en los trabajadores 
del sector y en sus organizaciones representativas en 
la década de 1990 (Duhalde, 2009).

Las políticas fundamentales orientadas al tra-
bajador estatal se vincularon con la reducción del 
personal, la homogeneización y la reducción sala-
rial y, finalmente, la flexibilización de las relaciones 
laborales.

La reducción del personal se realizó principalmente 
a través de despidos directos, retiros voluntarios y ju-
bilaciones anticipadas (Diana Menéndez, 2007). En 
términos concretos, la APN fue reducida un 28,4 %, 
entre 1989 y 1995, período de mayor baja de per-
sonal. Sin embargo, los sectores de salud y de edu-
cación –que entran en este cómputo–, entre 1992 
y 1993, dejaron de pertenecer al ámbito nacional y 
fueron provincializados, con lo cual, si desestima-
mos estos dos sectores, la reducción real de la APN 
bajó a un 3,7 %. En cambio, el grueso de los despidos 
ocurrió en las empresas públicas previo a las privati-
zaciones, con el objetivo de entregar las compañías 
“saneadas” a los actores privados. Allí, la reducción 
del personal fue del 82,6 %. Por último, y debido a la 
provincialización de servicios, las administraciones 
provinciales no sólo no redujeron su personal sino 
que lo aumentaron en un 34,1 %.

En definitiva, salvo en las empresas estatales don-
de la reducción fue brutal, en las administraciones la 
disminución en la cantidad de personal fue escasa, si 
se toma en cuenta el período de la primera presiden-

cia de Menem. A su vez, a partir de 1995 y gracias a 
una serie de normas que habilitaban la contratación 
por tiempo determinado en el Estado y que permitie-
ron encubrir relaciones de dependencia permanentes 
con el empleador, muchos de los estatales despedi-
dos con anterioridad fueron nuevamente empleados 
por el Estado pero bajo la forma de contratos anuales 
o semestrales. A su vez, estas contrataciones no im-
plicaban una relación laboral, sino comercial (similar 
a los contratos de autónomos privados, con la conse-
cuente reducción en cargas sociales para el Estado). 
Por lo tanto, si bien la baja de trabajadores no fue 
tan significativa en la administración pública, sí se 
logró una disminución del costo en personal (Diana 
Menéndez, 2007; Duhalde, 2009).

En cuanto a la homogeneización y reducción sala-
rial, el Estado logró implementar, en 1991, una nue-
va carrera administrativa: el Sistema Nacional de la 
Profesión Administrativa (SINAPA). Sus principales 
propósitos fueron reducir los salarios del personal, 
que cayeron un 15 %, entre 1992 y 1994, y abarcar 
en un mismo escalafón a todos los trabajadores de la 
administración nacional, con el objetivo de centra-
lizar y facilitar las negociaciones con los sindicatos 
(Murillo, 1997; Armelino, 2015b). 

Con respecto a la flexibilización de las relaciones 
laborales, el gobierno logró sancionar la Ley Marco 
de Regulación de Empleo Público Nacional que, jun-
to con el primer convenio colectivo de trabajo para la 
APN, habilitaron una serie de modificaciones flexibi-
lizadoras como la fijación de adicionales salariales por 
productividad, la movilidad compulsiva funcional y 
geográfica del personal y la modificación del sistema 
de ingresos a la función pública, además de la posibi-
lidad de tercerización de servicios (Armelino, 2015b).

Esta ofensiva contra los trabajadores estatales tuvo 
como consecuencia reacciones opuestas por parte de 
los dos principales sindicatos del sector a nivel nacio-
nal. Mientras UPCN apoyó y contribuyó a la imple-
mentación de estas reformas, ATE se opuso y lideró 
un frente de lucha antineoliberal.

En el caso de UPCN, tempranamente su dirección 
estableció una alianza con el flamante gobierno pe-
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ronista. Sus dirigentes entendían que el proceso de 
reformas estructurales era inevitable y, teniendo en 
cuenta esto, ofrecieron acompañarlo a cambio de 
compensaciones (Etchemendy, 2001; Diana Menén-
dez, 2007). De ese modo, no sólo evitaron la realiza-
ción de acciones directas contra las políticas guber-
namentales, sino que apoyaron su implementación 
y, en varias oportunidades, celebraron las medidas 
del gobierno en actos públicos (Armelino, 2015b). 
En cuanto a las compensaciones, éstas tuvieron que 
ver con la obtención de ciertos privilegios a la hora 
de implementar las reformas requeridas, de los cua-
les se excluyó a ATE. 

En este sentido, UPCN fue el único sindicato inclui-
do en el Comité Ejecutivo de Contralor de la Reforma 
Administrativa (CECRA), el órgano encargado de ins-
trumentar e implementar los decretos y las leyes rela-
tivos al ajuste y la reforma de la APN, donde participó 
en las propuestas y el diseño de las nuevas políticas. 
Esto le permitió intervenir de manera que sus afilia-
dos, concentrados mayormente en la APN, fuesen los 
menos afectados por el proceso de reformas, dirigido 
especialmente a la reducción del personal de empre-
sas públicas, donde predominaba ATE. También fue 
incluido como único sindicato en la Comisión Per-
manente de Carrera del SINAPA. Esto le permitió 
situarse en un lugar de privilegio al poder negociar 
las condiciones para los concursos, las promociones 
y las recategorizaciones, intentando beneficiar a sus 
afiliados, en una suerte de cogestión del personal es-
tatal. Por otro lado, la reglamentación de la primera 
Ley de convenciones colectivas para la administra-
ción pública nacional (1993), norma militada tanto 
por ATE como por UPCN, le otorgó a este último la 
mayoría de representantes por la parte sindical en las 
negociaciones colectivas con el Estado empleador: un 
representante para ATE cada dos representantes para 
UPCN. Esta decisión lo convirtió, en los hechos, en el 
actor fundamental con el que negociar y redujo la ca-
pacidad de incidencia concreta de la otra asociación. 
Por último, UPCN recibió, de manera monopólica, la 
gestión de la única obra social que acababa de crearse 
para todos los empleados de la APN, una significativa 
fuente de recursos que, para mediados de la década 
de 1990, se estipuló que significaba la administración 
de más de diez millones de pesos-dólares por mes 
(Armelino, 2015a y 2015b).

Por otra parte, desde la asunción de Menem, ATE se 
posicionó como un actor de oposición. En un princi-
pio se mantuvo dentro de la CGT confrontacionista, 
liderada por Ubaldini, pero al poco tiempo decidió 
que tanto esa central como el Partido Justicialista ya 
no servían como espacios para la lucha social y políti-
ca. En este sentido, en diciembre de 1991, y junto con 
otros sindicatos del sector público como los docentes 
y los judiciales –de los más afectados por las políticas 

neoliberales implementadas–, fundaron una central 
alternativa denominada entonces Congreso de los 
trabajadores argentinos (CTA). El objetivo de ATE 
con la creación del CTA era salir, definitivamente, de 
las problemáticas estrictamente sectoriales –domi-
nadas por UPCN– y, con una mirada más sociopolíti-
ca y menos corporativa, encabezar la construcción de 
un frente de lucha contra las políticas neoliberales. 
La nueva conducción, resultado de las elecciones de 
1984, entendía al sindicato como una herramienta 
eminentemente política de trasformación social, di-
ferente a la concepción profesionalista y corporativa 
de UPCN, más volcada a la prestación de servicios 
sociales (Duhalde, 2009; Armelino, 2015a).

Sin embargo, lo estrictamente laboral no era dejado 
de lado, sino incorporado al plano sociopolítico. Así, 
las consecuencias negativas de las políticas guberna-
mentales para el empleo en el sector público, en tér-
minos de flexibilización y destrucción de fuentes de 
trabajo, ocasionó que la mayoría de los sindicatos del 
sector, con ATE a la cabeza, estuvieran a la delantera 
de los conflictos durante el período (Diana Menén-
dez, 2007; Duhalde, 2009). Si en la década de 1980, 
como mencionamos, el conflicto en el sector público 
tomó un relieve inaudito, en los años 1990 se con-
solidó como el sector que produjo más conflictos la-
borales, teniendo en cuenta a empleados nacionales, 
provinciales y municipales. Los conflictos llevados a 
cabo por estatales fueron mayoría en casi todos los 
años de la primera presidencia de Menem, llegando 
incluso a un 75 % de los conflictos totales en 1995.

Esta confrontación con el gobierno condujo a ATE 
a quedar relegado de las instancias de decisión relati-
vas a la vida de los trabajadores estatales; o, cuando 
fue integrado, lo hizo en minoría, lo que lo llevó a 
oponerse a las medidas llevadas a cabo por el gobier-
no, que contaba con el apoyo de UPCN. Por ejemplo, 
ATE no compartió el proyecto de Ley de convencio-
nes colectivas de trabajo que se presentó al Congreso 
a comienzos de la década; también rechazó la regla-
mentación de esa ley una vez sancionada con mo-
dificaciones; estuvo en contra de la aplicación –a su 
parecer discrecional– del nuevo escalafón SINAPA; 
además, se opuso a la cesión de la nueva obra social 
del sector a UPCN; y, finalmente, rechazó el primer 
convenio colectivo de trabajo de la APN por conside-
rar que incorporaba cláusulas de flexibilidad (Arme-
lino, 2015a y 2015b).

En términos políticos, este posicionamiento le valió 
transformarse en uno de los principales actores de 
oposición al modelo neoliberal que se implementaba 
y ser así un referente para todas las acciones que se 
llevaban a cabo contra el gobierno. Supo compensar 
la pérdida de afiliados obreros a nivel de las fábricas 
y empresas estatales (cerradas o privatizadas) con 
nuevos cotizantes de áreas administrativas provin-
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ciales y municipales y con trabajadores contratados, 
lo que le permitió mantener el nivel de afiliados en la 
década (Armelino, 2015a). 

En términos económicos, esta estrategia de acción 
supuso una disminución relativa de sus ingresos, si 
se toma en cuenta los avances de UPCN en la mate-
ria. A la ausencia de gestión de una obra social, se 
sumó el hecho de que frente a la no firma del primer 
convenio colectivo, tampoco obtuvo el aporte patro-

nal estipulado por ley para los sindicatos firmantes, 
lo que en los hechos significaba una suma de aproxi-
madamente cuatro millones de pesos-dólares anua-
les (Armelino, 2015b). En este sentido, Martuccelli 
y Svampa (1997) han hablado de un “desliz ético” de 
ATE. Pero también hay que entender estas prácticas 
a partir de una concepción particular de sindicalismo 
donde los principios resultan constitutivos de las ac-
ciones (Armelino, 2015a).

Sindicalismo estatal y gobierno progresista: 
afinidades, tensiones, rupturas

La crisis económica que se intensificó durante el go-
bierno de la Alianza generó malestar en el sindicalis-
mo del sector público. A comienzos del año 2000, el 
gobierno presentó al Congreso un proyecto de emer-
gencia económica que pretendía implementar despi-
dos de empleados estatales o su relocalización y, a su 
vez, congelaba salarios. A esto se sumó, a mediados 
de ese año, la implementación efectiva de un recorte 
del 13 % sobre los ingresos del personal del sector. A 
su vez, el presidente De la Rúa siguió incorporando 
trabajadores contratados, por locación de servicio o 
de obra, para la realización de tareas del personal de 
planta permanente, debido a la imposibilidad formal 
de recibir nuevo personal en los puestos vacantes 
del Estado. Esta ofensiva contra el empleado público 
produjo, en ese momento, una reacción generalizada 
contra el gobierno. ATE lideró esa protesta, e incluso 
UPCN –que desde hacía varios años se inclinaba al 
diálogo y la negociación– convocó a un paro de vein-
ticuatro horas en junio del 2000 (Armelino, 2015b).

La crisis integral del modelo de liberalización eco-
nómica, que tuvo como hito principal a los aconteci-
mientos violentos del 19 y 20 de diciembre de 2001, 
dio lugar, a partir de 2003, a un gobierno que intentó 
reconstruir la gobernabilidad a través de la articula-
ción de actores sociales y políticos con un perfil an-
tineoliberal. En ese contexto, la dirigencia de ATE se 
sentía interpelada por el discurso del flamante pre-
sidente Néstor Kirchner, mientras que UPCN, que 
había apoyado explícitamente a Menem en las elec-
ciones presidenciales de 2003, miraba con recelo al 
nuevo gobierno (Diana Menéndez, 2007).

Con el objetivo de establecer una alianza de gober-
nabilidad, en primera instancia el gobierno nacional 
entró en contacto con las dirigencias de ATE y de la 
CTA, mientras que la CGT (de la cual formaba parte 
UPCN) se mantenía a cierta distancia, en el marco de 
un proceso de lucha interna por la conducción. De 
este modo, ATE fue llamada a firmar, en marzo de 
2004, el convenio colectivo de trabajo para la admi-
nistración pública nacional (suscripto sólo por UPCN 
en 1999), incorporándose así al mismo. A su vez, 

previo a su firma, ATE pidió y obtuvo la agregación 
de unas cláusulas tendientes a logar cierta seguridad 
para los estatales en caso de que se llevasen a cabo en 
el futuro reformas en la administración. Este ingre-
so al convenio le permitió a la asociación compartir, 
desde entonces, el aporte patronal dirigido a los sin-
dicatos firmantes. Esta incorporación se realizó en el 
marco de un acto desarrollado en Casa de Gobierno, 
con la participación del entonces secretario general 
de la asociación, Pablo Micheli (Armelino, 2015b).

Esta acogida del gobierno a ATE, y principalmente 
la división del aporte patronal, produjo una reacción 
inusitada de parte de UPCN. En junio de 2004, tres 
meses después de la firma de incorporación de ATE, el 
sindicato rival realizó una masiva movilización a plaza 
de Mayo, con cerca de treinta mil personas, donde se 
solicitó una recomposición salarial y, principalmente, 
se demostró poder (Diana Menéndez, 2007).

Pero esta situación comenzó a cambiar. Las elec-
ciones legislativas de 2005 obligaron a Kirchner a 
cerrar acuerdos con el Partido Justicialista (PJ), re-
signando en buena medida la política de transversa-
lidad que había propuesto al comienzo de su manda-
to. Esto tuvo un efecto negativo en algunos actores, 
como ATE y CTA, debido principalmente a su cuasi 
ausencia en la conformación de listas electorales y 
en puestos gubernamentales. En ese contexto, y ya 
con la consolidación de Hugo Moyano al frente de la 
CGT, el gobierno comenzó a recostarse en el poder 
que, gracias a la reactivación económica, comenza-
ban a tener los sindicatos del sector privado y, conse-
cuentemente, esta central sindical. En ese entonces, 
Andrés Rodríguez, secretario general de UPCN, for-
maba parte de la comisión directiva de la CGT y era 
autoridad del PJ porteño (Diana Menéndez, 2007).

A nivel de las relaciones laborales en la APN, en ju-
lio de 2005, se conformó por primera vez una mesa 
de negociación, donde participaron ATE y UPCN, y 
donde se llegó a un acuerdo de aumento salarial des-
pués de más de diez años de congelamiento en los in-
gresos. A su vez, a fines de ese año, se firmó un nuevo 
convenio colectivo del sector, donde se incorporaron 



334 | Mundo del trabajo

algunos artículos referentes a la igualdad de oportu-
nidades y trato, la igualdad de género, la evaluación 
de condiciones de trabajo, etc., todos ellos benefi-
cios y prerrogativas significativas. Sin embargo, no 
se eliminaron algunas cláusulas que permitían cierta 
flexibilización laboral y que habilitaban la precariza-
ción contractual, permaneciendo así en la adminis-
tración pública una gran cantidad de personal con-
tratado por tiempo determinado. Finalmente, si bien 
ATE firmó el nuevo convenio, rechazó e impugnó la 
compulsa realizada por el Ministerio de Trabajo para 
determinar la cantidad de afiliados de cada sindicato 
en la APN, que arrojó un 70 % para UPCN y un 30 % 
para ATE, resultado que dejó el porcentaje de repre-
sentación sindical exactamente igual al ya existente 
(Diana Menéndez, 2007; Armelino, 2015b).

El año siguiente, el 2006, fue clave para comenzar 
a configurar el regreso al mapa sindical que había-
mos observado en la década anterior. Unos días an-
tes de realizarse la negociación paritaria anual para 
establecer principalmente un aumento salarial para 
el sector, el gobierno anunció la firma de un acuerdo 
salarial con los representantes de UPCN. El anuncio 
fue realizado en la Casa Rosada por Alberto Fernán-
dez, entonces Jefe de Gabinete, y Andrés Rodríguez, 
secretario general de UPCN, en ese momento presi-
dente y vicepresidente respectivamente del PJ de la 
Capital Federal (Diana Menéndez, 2007). UPCN vol-
vía a ser, en exclusividad, el sindicato de referencia 
del gobierno de turno.

Este hecho significó una crisis en ATE, que ya ve-
nía discutiendo internamente la relación de cercanía 
con el gobierno. Concretamente, este desaire cata-
lizó una fuerte discordia dentro de la lista verde de 
ANUSATE, entre un sector enfrentado al gobierno y 
otro a favor. Sin embargo, hay que señalar que las 
divisiones internas no eran allí una novedad. Como 
comentamos anteriormente, la posición democráti-
ca del sindicato (luego de la reforma del estatuto de 
1989) posibilitó la coexistencia de varias corrientes 

internas –más allá de la peronista–, como la trots-
kista, la socialista, la socialcristiana, la comunista y 
la radical. Lo novedoso en que, en los años 2000, la 
fractura se daba al interior de la ya histórica lista ver-
de. Este quiebre generó una serie de consecuencia in-
deseadas para el sindicato, que fue cada vez más re-
legado en las negociaciones con el Estado empleador. 
Las fragmentaciones internas no sólo condujeron a 
acciones descoordinadas y contradictorias, sino tam-
bién a la dificultad de cerrar negociaciones debido 
a cierta imposibilidad real de garantizar acuerdos 
(Diana Menéndez, 2007; Duhalde, 2012).

Desde entonces, las paritarias fueron acordadas 
por el gobierno únicamente con UPCN, que conti-
nuó bajo el liderazgo de Rodríguez, con un manejo 
vertical y centralizado de la política gremial, clave 
para entender el nivel de cohesión interna de este 
sindicato. De todas maneras, estos acuerdos tam-
bién fueron firmados por ATE, aunque en disiden-
cia, y desde entonces no dejó de llevar a cabo recla-
mos –principalmente a partir de movilizaciones y 
paros– (Diana Menéndez, 2007; Armelino, 2015a). 
El enfrentamiento entre estos dos sindicatos per-
maneció así inalterado.

Las divisiones al interior de ATE tuvieron, además, 
sus consecuencias en la CTA, que finalmente no con-
siguió la ansiada personería gremial por parte del go-
bierno. En las elecciones internas de 2010, esta central 
se dividió también a partir del apoyo y la oposición a la 
administración kirchnerista (Etchemendy, 2013).

Finalmente, con la asunción del gobierno liberal de 
Mauricio Macri en 2015, el panorama sindical esta-
tal tomó definitivamente la forma que había teni-
do en los años 1990: se configuró así un escenario 
donde UPCN funcionó como un aliado del gobierno, 
mientras que ATE se posicionó como opositor a un 
gobierno considerado como neoliberal y antipopular. 
La diferencia radicó en la ruptura de la lista verde de 
ATE y en la división de la CTA –lo que restó fuerza–, 
cuyas reunificaciones no se vislumbran con claridad.

Conclusión

A lo largo del capítulo, abordamos la relación de 
los sindicatos del sector público, principalmente de 
la Administración Pública Nacional, con el Estado 
empleador, teniendo en cuenta la matriz política que 
atraviesa ese vínculo. También consideramos el con-
texto económico y social a la hora de comprender las 
acciones y estrategias de estos actores, sus triunfos y 
sus fracasos.

Las vicisitudes de este vínculo nos muestran la difi-
cultad de realizar grandes conceptualizaciones sobre 
esta relación, pero sí nos deja en claro el componente 
político que la atraviesa, fundado principalmente en 

el doble carácter del Estado, como empleador y po-
der público. Esto puede verse tanto en la década de 
1930, donde, por ejemplo, la acción directa era en los 
hechos casi prohibida debido al carácter de sumisión 
de la relación de servicio al Estado, como también en 
los años 2000, donde el intercambio político prevale-
ce por sobre los aspectos gremiales. 

En algunos momentos, hemos podido diferenciar 
las bases de las cúpulas, en muchos otros no. Su di-
ferenciación resulta clave si pretendemos ahondar 
en el examen de esta relación. No siempre coinciden 
las estrategias y las acciones de ambos segmentos 
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del sindicato y, en los últimos años, esto se ha visto 
claramente en el caso de ATE. UPCN hace lo posible 
por intentar controlar el disenso y, hasta el momen-
to, lo logra.

La competencia que tiene lugar en el sector público 
habilita al Estado empleador a intervenir en la dis-
puta interna con el fin, generalmente, de dividir al 
actor sindical e intentar conseguir las mejores con-

diciones para el desarrollo de sus políticas. Los sin-
dicatos, a su vez, persiguen los beneficios que puede 
otorgarle el Estado, buscando los mismos a través de 
demandas y amenazas de conflicto. Esta ida y vuelta, 
condicionada sin dudas por los recursos de poder de 
cada actor y por el contexto general del intercambio, 
va configurando el devenir de una relación eminen-
temente singular.


